Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 37minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “El doctor Martín Risso Ferrand remite su opinión, en relación a la consulta 
efectuada, sobre el proyecto de ley por el que se faculta la gestión de acuerdos de organización y la 
prestación de servicios de los Gobiernos Municipales (CARPETA N* 275/2005). 


Solicitud de audiencia del Sindicato Médico del Uruguay referida a presupuestación de 
médicos con más de un cargo público. 


Invitación a las jornadas de trabajo con la doctora Eva Giberti sobre “Talleres de adopción'.” 
SEÑOR PRESIDENTE..- El informe del doctor Risso ya fue repartido la semana pasada. 


Se pasa a considerar el primer punto del orden del día, que es el proyecto sobre Gobiernos 
Departamentales. Se faculta la gestión de acuerdos de organización y la prestación de servicios (Inciso 
quinto del artículo 262 de la Constitución de la República). 


Asimismo, en la anterior reunión de esta Comisión repartimos un sustitutivo del artículo 3%, que 
había generado polémica y que recogía varias sugerencias de la Comisión. En líneas generales, 
establecía que, si existiera algún acuerdo o se creara algún tipo de sociedad, en cada caso debería ser 
aprobado por una ley nacional. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera hacer un brevísimo relatorio de cómo viene este tema que está en 
consideración desde hace mucho tiempo. Las objeciones jurídicas que se le han hecho tienen que ver 
con que, al basarse en el artículo 188 como una referencia a las sociedades que puedan hacer los 
Municipios, se estarían cometiendo dos violaciones al artículo 101. Una de ellas es que el artículo 188 
se refiere al Estado y para muchos el sentido de la palabra “Estado” no comprende a los Gobiernos 
Departamentales. La otra objeción es que el artículo 188 dice que hay que autorizar en cada caso. 


Quisiera referirme a ambas cuestiones. Esto dio lugar a discusiones y, si mal no recuerdo, 
hay otro proyecto del señor Senador Gallinal -creo que se leyó el otro día- que no se refería al artículo 
188. Tomaba la fraseología de esa norma sobre la inversión de capitales estatales y de empresas 
privadas, pero no basado en esa disposición. 


Basados en esa cuestión histórica y a los efectos de lograr un consenso mayor, el señor 
Presidente distribuyó un borrador que nuestra Bancada consideró bueno y que recoge -en realidad, no 
creo que esto sea necesario, porque no figura el artículo 188- la idea de que en cada caso se deba 
venir al Parlamento para que se apruebe una ley. Esto nunca se hizo, aunque yo era partidario de que 
se llevara a cabo cuando se aplicaba el artículo 188. Reitero que en Uruguay no se hizo, sino que se 
inventó el procedimiento de autorizar de antemano y en los últimos 15 años no venía en cada caso la 
aprobación de ninguna sociedad en especial. Lo que se presentaba era una autorización para que 
después se hiciera. De todos modos, este borrador tiene el objeto de lograr un consenso. El relatorio 
que hago intenta explicar por qué -aunque no está incluido en el artículo 188 de la Constitución- el 
basamento constitucional es mucho más sencillo. En el acápite de los respectivos artículos que aluden 
a las facultades de la Junta y del Intendente, se hace referencia a “Además de las que la ley determine, 
serán atribuciones de las Juntas Departamentales:” y, en relación al Intendente, a “Además de las que 
la ley determine, sus atribuciones son:”. La ley tiene competencia abierta, siempre que no viole otras 
normas. 


Reitero que ese sería el basamento constitucional. La ley del año 1935 le dio a las 
Intendencias y a las Juntas Departamentales un gran número de facultades. Por ejemplo, les permitió 
presentar recursos de “habeas corpus”, aunque la Constitución no lo dice expresamente. No obstante, 
no recuerdo que un Intendente haya presentado un recurso de “habeas corpus” por un ciudadano que 
le debía pagar. 


De todos modos, este es el objetivo. Ahora bien, el señor Presidente me estaba mostrando 
normas legales ya aprobadas en las que los Municipios están previstos como posibles socios de 
entidades privadas. Me refiero a leyes posteriores al año 2000. 


Este era el relatorio que quería hacer para que nos pudiéramos situar un poco en todo esto. 
Según lo que he recogido de algunas Intendencias, no de todas, creo que quieren este instrumento 
porque sería absolutamente necesario. No quiero entrar a la parte teórica y señalo que acá no estamos 
agregando un cometido a las Intendencias, sino que estamos incorporando una vía o medio. Estos son 
los llamados poderes implícitos o medios jurídicos porque se dice que siempre deben comprender a 
las áreas que corresponden a la competencia departamental. Es cierto que no hay una ley que las 
determine con mucha precisión y me parece que necesitaríamos muchos meses para redactar una 
buena ley que hable de las competencias departamentales, locales y nacionales. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece que la Ley Orgánica Municipal ambienta este tipo de articulaciones; es 
una norma del año 1935 y alude a competencias descomunales. Lo otro es el tema de fondo. Con 
franqueza, debo decir que no soy de la filosofía de expandir cometidos de las Intendencias y menos 
advertirlas ingresando en el terreno privado. La experiencia que he recogido indica que las 
consecuencias siempre son bastante complicadas. 


Por supuesto, podrá haber excepciones, pero, en general, respecto a la mezcla sector público 
con sector privado -según mi concepción filosófica y política- debería adoptarse alguna prevención. 
Tengo la sensación de que los experimentos uruguayos generalmente le salen muy caros al Estado, 
pues éste, como socio del actor privado, es un socio complicado, máxime si se trata de las 
Intendencias. 


Entiendo que no es este el momento y la oportunidad de llevar adelante un debate sobre este 
tema, pero pienso que en buena parte de los departamentos de este país las Intendencias Municipales 
son todo; quiero decir que prácticamente son el centro de atención de todo. De hecho ya tienen una 
potestad; si todavía vamos a prohijar una más, personalmente pondría un signo de interrogación. 


Lo cierto es que la Ley permite estas cosas, por lo que, de última, no creo que mi voto crítico 
sea demasiado sustantivo. De todos modos, quiero decir que, en mi opinión, habría que ir pensando en 
un rediseño de los municipios. Algún día vamos a tener que establecer claramente qué es lo que los 
municipios pueden hacer y lo que no deben hacer, pues si van a ser una especie de “Agente 007”, con 
“licencia para matar” para hacer de todo, pueden llegar a significar un dolor de cabeza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de concederle el uso de la palabra a la señora Senadora Percovich, 
quisiera leer el artículo 25, de la Ley N* 15.555, al que hacía referencia el señor Senador Korzeniak. 
Dicho artículo dice así: “Las sociedades comerciales respecto de las cuales un órgano del Estado, 
incluyendo Entes Autónomos, Servicios Descentralizados o Gobiernos Departamentales o cualquier 
persona pública no estatal, sea tenedor de acciones o sea titular de participaciones, cualquiera fuere el 
porcentaje de las mismas dentro del capital social, deberán inscribirse en el Registro de Valores del 
Banco Central del Uruguay, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 3% y 4% de la N* 16.749, de 30 
de mayo de 1996. 


La información contable suministrada a ese Registro estará sujeta a las mismas condiciones 
de publicidad y requisitos de auditoría externa exigidos a los emisores de valores.” 


SEÑOR ABREU.- Quisiera saber si esto refiere a la posibilidad de participar con acciones en 
sociedades o empresas limitadas por actividades de competencia departamental o por cualquiera. Lo 
consulto porque, al parecer, esta ley es mucho más amplia y brinda posibilidades de que participen 
accionistas, por ejemplo, en un holding internacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que leí el texto de la Ley. 
SEÑOR ABREU.- Está claro, pero después quisiera referirme a este punto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Comparto la idea de que la Ley Orgánica de 1935 debe ser renovada. 
Precisamente, en eso está trabajando una Comisión de la Cámara de Representantes creada a esos 
efectos. Obviamente, de ser aprobado este proyecto de ley, según lo que establece el artículo 25 de la 
Ley N* 16.749 -Ley de Reactivación Económica- tendrá que incluir esta característica. 


Dicho esto, quiero agregar que estoy de acuerdo en dos cosas. Una de ellas tiene relación 
con las limitaciones nacionales que tiene que haber para el tipo de emprendimientos que se proponga. 
Precisamente, actualmente ya se está discutiendo a nivel internacional, en lo que tiene que ver con los 
propios créditos, la entrega de financiaciones directas a los Gobiernos Departamentales, lo cual me 
parece que está bien. Creo que con relación a la aprobación de la Ley Orgánica -en lo que estamos en 
debe con la propia Constitución de la República, pues no se ha reglamentado- habría que definir cuál 
es la materia departamental. Ese es uno de los temas en los que no tendríamos que demorar en 
abordar. Ahora bien, la propia Constitución propone algunos elementos; por ejemplo, que para el 
desarrollo de una región, que puede incluir dos o tres municipios o uno solo, es necesario que los 
emprendimientos tengan cierta agilidad por parte de los Gobiernos Departamentales, cuando esté 
dentro de sus cometidos. En lo que me es personal, me interesan especialmente todos los temas 
culturales. 


Por ejemplo, venimos trabajando una vieja idea desde hace bastante tiempo que tiene que ver 
con la gestión de los teatros. Creo que poder armar un consorcio de teatros en Montevideo o en una 
región en el área metropolitana para que se lleve a cabo una gestión más ágil, es muy importante. A mi 
juicio, la gestión de lo cultural es muy compleja porque, por ejemplo, se contrata gente por un escaso 
período y no se puede pensar en contratos “sine die”. Pienso que con respecto a algunas cuestiones el 
marco de los consorcios público-privado es especialmente necesario. Creo que el reaseguro para un 
Gobierno -y esto ya lo discutimos en esta Comisión en el período legislativo anterior con este mismo 
proyecto de ley que, en aquel entonces lo había presentado el señor Senador Gallinal- es algo que en 
su momento lo señaló el doctor Atchugarry: cuando un emprendimiento tiene las características que ha 
señalado el señor Senador Abreu y se pretende, por ejemplo, emitir acciones, debe establecerse por 
una ley nacional porque pone en juego las responsabilidades del Estado, del Ministerio de Economía y 
Finanzas y del Banco Central, entre otros. 


Me parece que nosotros acá estamos habilitando a que se agiliten aquellos proyectos en los 
cuales los Gobiernos Departamentales se vean muy acotados. En lo personal, comparto el hecho de 
que los grandes emprendimientos que involucran responsabilidades nacionales tienen que venir 
porque si no igual se puede terminar con que el Estado sea el que financie si la gestión no se realiza 
en forma correcta. Creo que la mirada del Parlamento nacional debería centrarse en aquellos 
emprendimientos que tienen una envergadura importante y que conllevan un compromiso notorio, 
porque para eso estamos acá. Además, quiero señalar que en la forma que está redactado, esto lo 
incluye. 


SEÑOR ABREU.- Estoy tratando de buscar una aproximación que no sólo nos permita encontrar una 
respuesta jurídica y constitucionalmente, sino también precaver, desde el punto de vista del 
gerenciamiento y del Gobierno tanto nacional como departamental, una forma racional de 
administración de los recursos y cumplimiento de los cometidos. Obviamente, la Ley Orgánica 
Municipal de 1935 tiene competencias muy amplias. Digo esto porque, entre otras cosas, una de las 
consultas hace hincapié en la necesidad de que nos vayamos aproximando a una posible reforma de la 
Ley Orgánica Municipal y de esa forma podamos tener un cuerpo normativo mucho más profundo y 
desarrollado para todo el territorio nacional en materia departamental. Uno podrá buscar, 
jurídicamente, una interpretación u otra -incluso, hemos recibido varias consultas y algunas han sido 
más categóricas que otras- pero insisto en que sobre esto podemos discutir y encontraremos una 
salida. La preocupación que tengo no es sólo jurídica, sino que tiene que ver con cómo encaramos la 
administración de un país con 19 departamentos en 187.000 kilómetros cuadrados donde cada 
Intendencia tiene el legítimo derecho de buscar las mejores soluciones para su propio departamento. 
De alguna forma, creo que los procesos de descentralización están tratando, en general, de 
compatibilizar la Constitución nacional con la forma de organización del Estado y las distintas 
competencias departamentales, para que esa descentralización le permita a cada departamento 


desarrollarse en forma armónica sin entrar en un estado de autarquía tal que terminemos en la 
constitución de chacras institucionales generalizadas donde cada uno juega en la línea donde mejor se 
pueda desarrollar. Tenemos algunos ejemplos muy claros con respecto a la lucha y a la competencia 
por la reubicación de inversiones que no son sociedades donde participen el Estado y los Gobiernos 
departamentales, sino que son empresas privadas y, con el sólo hecho de anunciar que se van a 
instalar en un departamento en el interior del país, despierta la preocupación de los gobiernos 
departamentales para atraer dicha inversión a su territorio. Si bien es una competencia natural y puede 
funcionar dentro del marco normativo actual, lo veo más preocupante y complicado si abrimos un grifo 
de esta naturaleza con la amplitud con la que estamos hablando en el artículo 3% del proyecto. Si bien 
estamos limitados por materia de su competencia departamental, sabiendo que ésta tiene una 
amplísima expresión, estamos hablando de actividades industriales, agropecuarias, comerciales o 
financieras. 


Es decir que en esta legítima aspiración de las empresas por desarrollarse, las sociedades 
que van a tratar de captar, no sólo van a estar en función de las inquietudes del Gobierno 
Departamental, sino también de las iniciativas y propuestas que vengan del sector privado. A veces 
este es el salvavidas teórico que ve un Gobierno Departamental para solucionar algunos problemas, 
pero termina siendo su entierro por el endeudamiento y su quiebra. Además, hay casos de notoria 
exposición pública en los que ciertas conductas exacerban la posibilidad de ingresar en niveles de 
corrupción complicados. 


Personalmente, quisiera ser un poco más prudente por dos razones. Por un lado, hay un 
tema político. Si bien entiendo a los Gobiernos Departamentales y más allá de lo importante que pueda 
ser un Banco Municipal o un sistema de financiamiento de crédito en sociedad con un Gobierno 
Departamental, por su forma de administración y el relacionamiento que podría tener con el sistema 
financiero uruguayo -más allá de que las normas nacionales le van a imponer determinadas conductas, 
porque para eso están- en mi concepto el simple hecho de permitir la existencia de empresas 
financieras implicaría una exacerbación de la descentralización y, sobre todo, de la autonomía. A pesar 
de la distancia constitucional y la estructura diferente que nosotros tenemos respecto a la República 
Argentina, que hace que no sean casos asimilables, cabe mencionar que hasta hace poco, más de 
quince provincias de ese país llegaron a tener sus propias monedas, lo que significó un dolor de 
cabeza muy grande, no sólo para la provincia y para la pobre gente que no sabía en qué moneda 
manejarse, sino también para las propias relaciones internacionales del Estado con los organismos que 
le imponían una disciplina en materia de moneda. En nuestro país eso no se puede hacer, porque la 
moneda está restringida, pero la amplitud de estos temas, amparada y facilitada por la necesidad y la 
ansiedad de un Gobierno Departamental por buscar solución a sus problemas, que son muchos, puede 
abrir el cauce para que los socios privados no sean los mejores ni tengan la misma preocupación de 
carácter social o general que pueda tener el Intendente o el Gobierno Departamental, llevándolo a 
sociedades y a actividades que comprometan la propia comunidad departamental y, por ende, 
nacional. 


Digo esto sin perjuicio de lo que hacía referencia el otro día relativo al aspecto internacional y 
de los controles que se realizan. En las áreas de frontera es muy común la existencia de aportes e 
iniciativas por parte de sectores privados. Por ejemplo, se pueden hacer asociaciones en el reparto de 
basura, en cuanto a los corralones municipales o de las obras municipales, pero muchas veces en 
estos temas uno no sabe cómo se superpone la competencia nacional y la internacional. Entonces, 
puede suceder que se quiera defender un tema tan difícil como un proceso de integración por la vía 
nacional pero, con muy buena intención, se entregue por el Gobierno Departamental, que quizás 
encuentra en la inquietud de un Prefecto, de un Intendente o de un empresario una solución que le 
parece mágica, pero que después termina siendo un gran desastre. 


No quiero limitar estos temas, pero quisiera hacer una reflexión no tanto de carácter jurídico, 
sino del punto de vista de cómo el país administra parte de su proyección y de su inserción, así como 
las iniciativas del sector privado, que va a tener más capacidad de propuesta que el Intendente o los 
Gobiernos Departamentales. Los que son de otros Partidos y otras filosofías saben que la iniciativa 
privada está siempre manejada por el sentido del lucro y del capital, no estando orientada 
precisamente a buscar las soluciones comunitarias que los gobiernos tienen como competencia 
esencial. 


Esa es la reflexión que quería hacer, como contribución al culto, señor Presidente. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero decir que el borrador se refiere a materias que son de competencia 
departamental. La competencia se divide en dos elementos, además del territorio, la materia y los 
poderes jurídicos para cumplirla. Este no es un tema de materia, porque se está reconociendo que sólo 
es para áreas o materias departamentales. Quiere decir que si acá viene un proyecto de ley con un 
emprendimiento que el Parlamento entiende que no es competencia departamental, se rechazará. 


Vamos a delimitar las cosas, porque lo que ocurre es que no está limitado, como debería 
estarlo, desde hace cincuenta o sesenta años, qué es materia departamental, qué es materia nacional 
y ahora materia local, como lo pide ahora la Constitución. Es verdad que no hay una buena ley que 
regule este tema. Pero aquí se dice que cualquiera de estos emprendimientos tiene que ser dentro de 
las áreas de la materia de la competencia departamental y si no lo es, la ley dirá que no se puede por 
tal motivo y que no entra en vigor esa ley. 


Digo esto, porque parecería que deberíamos imaginar los proyectos que se enviarán el 
Parlamento y puede que sea un cúmulo de cosas buenas, como un cúmulo de errores. Pero lo que 
quiero señalar es que este proyecto de ley no está agregando nuevas materias a la competencia 
departamental, sino que está hablando de un medio jurídico para llevar a cabo materia departamental, 
que reconozco que no está bien delimitada, ya que faltan algunos aspectos. Entonces, para ello se 
admite que venga en cada caso. 


El artículo que se leyó es limitativo de los actuales, porque ya están vigentes las 
disposiciones al respecto -no recuerdo si fueron votadas por todo el Senado- y no establecen ninguno 
de estos requisitos. Es decir que no expresa que vengan en cada caso, sino que habla de asociaciones 
de Municipios con empresas privadas y lo único que establece es la obligación de anotar en el registro, 
que es una obligación formal, pero no hay controles al respecto, más que uno de auditoría. 


SEÑOR ABREU.- Voy a poner un ejemplo de este tema. La recolección de basura es un tema muy 
importante, porque en él están involucrados recursos fundamentales, empresas nacionales, 
internacionales y multinacionales con mayor sofisticación cada día. El régimen actual se divide de la 
siguiente manera: lo presta directamente un Gobierno Departamental con sus propios recursos o lo 
concede a un tercero bajo el régimen de concesión, lo terceriza, lo controla y se adjudica, obviamente, 
la capacidad de rescindir esa concesión en el instituto de la concesión, tantas veces discutido en el 
Parlamento, con tantas leyes y con tantas visiones. Eso es lo que le permite al Gobierno 
Departamental decir que lo presta si puede hacerlo bien o lo terceriza y lo concede a un tercero. En 
estas condiciones puede existir otra alternativa y es que venga una empresa de recolección de basura 
y le proponga asociarse, a lo cual accede el gobierno departamental, prestando el servicio entre los 
dos. De esta manera, dicho gobierno queda involucrado en la administración conjunta de una empresa 
por un tiempo determinado, pero ya fuera del sistema de la concesión y en un ámbito de Derecho 
Privado -por decirlo así- en el que la suerte del Estado o del Gobierno Departamental está atada, entre 
otras cosas, a una sociedad con una empresa que ya no juega a contratos de concesión, sino a captar 
la voluntad del gobierno departamental. 


SEÑOR KORZENIAK.- Hoy lo están haciendo. 
SEÑOR ABREU.- Pero en la actualidad no se está procediendo de esta manera. 


Entre otras cosas, estoy tratando de ayudar a que los servicios se presten en forma eficiente, 
que los institutos se puedan utilizar de la misma manera que puede hacer esto, pero creo que no se 
debe agregar a las funciones del Estado, concretamente, de los Gobiernos Departamentales, 
actividades comerciales de Derecho Privado, que terminen creando otra crisis en materia de 
administración y dependencias con el sector privado, por la falta de transparencia, a veces, en el 
manejo de los recursos públicos. 


Esta es mi preocupación y la expreso en voz alta. Se me dice que se puede hacer algo al 
respecto, pero por algo no se ha hecho nada, entre otras cosas, porque no es lo mismo esta ley que 
esto, más allá de que hay un concepto general. No es lo mismo esto que lo que estamos hablando aquí 
y este es un cambio cualitativo muy importante. Uno puede decir que acompaña por una visión, diría, 
hasta de filosofía, en cuanto a que el sector privado participe, pero trato de advertir que a veces la 
necesidad, en este caso, tiene cara de hereje y los Gobiernos Departamentales, si hay algo que tienen 


son, justamente, necesidades. Personalmente, preferiría que en esas necesidades tuvieran un instituto 
como el de la concesión instituido para tercerizar, que eventuales sociedades donde se ha demostrado 
y se va a demostrar -porque no es por la naturaleza política del Partido- la capacidad de los 
gobernantes de equivocarse, a veces en forma irreversible, en este tipo de emprendimiento industrial, 
comercial, financiero o de toda la amplitud que establece la ley. 


SEÑOR KORZENIAK.- Reconozco que el señor Senador Abreu ha demostrado gran cautela y 
veracidad en todas sus prevenciones. Sin embargo, supongamos que aún sin la existencia de este 
proyecto de ley a un Intendente, acuciado por necesidades, se le ocurre hacer lo que planteaba el 
señor Senador Abreu. Si hoy lo quiere hacer, no tiene ningún impedimento ya que está legalmente 
habilitado por una ley de 2002, aprobada por el Parlamento. No recuerdo si voté ese artículo en 
particular, pero sí que el proyecto de ley de Reactivación Económica contó con un gran consenso. 
Entonces, si la necesidad lleva a algún Intendente a disparar este mecanismo -por supuesto que uno 
espera que no sea así, pero puede suceder- legalmente puede hacerlo. Lo que hace el borrador de 
este proyecto de ley es limitar las facultades y establece que en cada caso se deberá recurrir al 
Parlamento. Todo esto puede sucederle no sólo a un Municipio sino también al país, dependiendo de si 
hace las cosas bien o mal. De todos modos, creo que hay cautela con respecto a esto. 


SEÑOR ABREU.- Creo que, más allá del esfuerzo jurídico, este artículo es distinto; también su alcance 
y proyección son diferentes. Seguramente, por la forma en que ha sido redactado -aclaro que no 
participé en esa redacción- su utilización ha sido nula. De todos modos, todavía no me han llegado 
noticias en cuanto a que algún Gobierno Municipal se asociara con una empresa de recolección de 
basura. Hasta ahora se ha dado en el régimen de concesión, que es otro instituto que nada tiene que 
ver con la ley. 


Entonces, lo que planteo es buscar un sistema legal -tomando las precauciones necesarias- 
que no termine dando una autorización de esta naturaleza a través de la discusión de cada caso, 
puesto que todos los días nos veremos enfrentados a un planteo diferente con relación a las 
asociaciones de los Gobiernos Departamentales. Si es así, tendremos que analizar cada situación 
desde el punto de vista financiero, económico y comercial, así como también qué tipo de sociedad se 
va a generar por parte del Gobierno Departamental y, en función de las simpatías o antipatías que 
tengamos, podrán aprobarse o no los planteos que se presenten. Me parece que, en términos 
generales, la idea es poder profundizar un poco más el estudio del tema para no vernos inmersos en 
asuntos respecto a los cuales podremos tener repercusiones negativas. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo que los cometidos básicos y esenciales de la materia departamental 
están bien delimitados, lo que es un dato no menor y, además, a tener en cuenta. 


Por otra parte, los niveles de endeudamiento de buena parte de los Municipios deberían ser 
un ejemplo para que prestemos atención en cuanto a que, con respecto a determinadas cosas, no 
conviene ser demasiado liberales. Digo esto con total franqueza ya que existen ejemplos bastante 
inquietantes en la historia de la República de cómo el manejo financiero de nuestros Municipios no ha 
estado a la altura de las circunstancias. Entonces, me temo que lo que estamos haciendo aquí es 
alentar a crear una válvula de entendimiento con el sector privado, que no sé si no generará mayores 
niveles de preocupación o más dolores de cabeza. Como bien decía la señora Senadora Percovich, 
aquí hay que llegar a un acotamiento o a una definición mayor de la materia municipal. Me parece que 
es algo que está faltando. Con respecto a esto el señor Senador Abreu mencionó el ejemplo de la 
recolección de residuos pero, también, me planteo qué pasaría con el caso de la instalación de una 
apícola; me pregunto si esta es una actividad que tendrá que autorizar una ley nacional. ¿Qué 
sucedería si un determinado Municipio pretende montar una actividad apícola porque alguien entendió 
que tiene que hacer una joint-venture? Me parece que hay niveles de exceso de la competencia 
departamental que no deberían llegar al Parlamento nacional, y también soy de la teoría de dar 
centralidad a los cometidos básicos de la función municipal. De alguna manera, esto amplía la materia 
que, además, está en constante mutación. Tiene razón la señora Senadora Percovich cuando habla de 
la actividad cultural de los municipios y sólo me resta decir “touché” cuando pone este ejemplo porque 
es algo clásico y en lo que uno siente que está acotado por las normas. Mi temor es que al abrir la 
puerta del “tren fantasma” comience a salir de todo un poco y quizás mañana algún ocurrente 
pretenda desarrollar actividades de la más diversa índole. En consecuencia, el Parlamento tendrá que 
analizar la viabilidad de que tal o cual Municipio lleve a cabo actividades de cualquier naturaleza. 


Francamente, todo esto me parece muy complicado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Puedo entender perfectamente la duda; creo que todos podemos tener dudas 
con relación a la capacidad de gestión y a los problemas que puedan generarse de una mala gestión, 
que en definitiva terminan siendo responsabilidad del Gobierno Nacional. 


Ya en la Legislatura anterior estuve de acuerdo con el señor Senador Atchugarry cuando 
propuso que el proyecto de ley viniera al Parlamento. Aclaro que en ese momento yo era oposición y 
no tenía la responsabilidad del Ministerio de Economía y Finanzas ni del Banco Central, pero me 
pareció que se trataba de algo absolutamente razonable. Sin embargo, creo que tenemos una 
diferencia de concepción acerca de los roles de los Municipios, y creo que ello, en gran parte, ha 
impedido la aprobación de leyes de reglamentación de los Gobiernos Departamentales y en general de 
la materia departamental. También ha impedido que reglamentáramos la reforma de la Constitución, 
que tenía un espíritu descentralizador. 


En definitiva, creo que este tema atraviesa los partidos políticos. Y es así; yo, que viví en 
medio de Ediles y de Congresos de Ediles que traían al Parlamento proyectos conjuntos de todos los 
partidos políticos, puedo decir que es un hecho que dentro de los partidos políticos tenemos distintas 
percepciones con relación al rol de los Municipios. Soy de las que creo en el Gobierno Central y en el 
control de las finanzas públicas, y por eso me parece bien que exista un control sobre su gestión. Pero, 
al mismo tiempo, opino que para el desarrollo de las regiones, desde el punto de vista productivo, 
cultural y social, resulta un estímulo cierto que desde la iniciativa privada se pueda enseñar a los 
propios Municipios a gestionar de otra forma, estimularlos a ser realmente Gobierno Departamental y 
no solamente administradores de ingresos y egresos, encargándose de las pequeñas demandas, 
porque creo que ameritan tener otras responsabilidades. Pienso que todos desde el Gobierno Nacional 
tendremos que tratar de impulsar esto, con el control necesario como para que después el Estado no 
tenga que asumir las deudas. 


Esta es la historia de las empresas conjuntas Estado-privados; las hemos tenido en el país - 
lamentablemente a nivel nacional- y en muchos casos nos han aumentado las deudas públicas. Pero 
no por eso tenemos que acotar la profundización de las potestades de los Gobiernos Departamentales; 
sobre todo, debemos darles herramientas dentro del control que deben hacer los organismos que 
supervisan la actividad pública, que seguirán siendo el Tribunal de Cuentas y el Parlamento. Creo que 
esa es una iniciativa interesante. 


SEÑOR GALLINAL.- El otro día se dijo en la Comisión que teníamos dificultades con los informes que 
estamos solicitando a las Cátedras, en función de que, aparentemente, ya no rige el convenio entre el 
Parlamento y la Universidad de la República. No sé si en ese sentido se van a llevar adelante 
gestiones para celebrar un nuevo convenio. De todas maneras, íbamos a solicitar una consulta, a 
pesar de que el señor Senador Korzeniak se opone a todos los pedidos en este sentido porque quiere 
que consideremos solamente sus opiniones, y así hemos venido a los saltos, desde el artículo 188 a 
otro y ahora volvemos al 188. 


Aquí hay un dictamen del doctor Martín Risso, que supongo que algún respeto le merecerá al 
señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¡Cómo no! Fue alumno y muy buen ayudante; inclusive, publicó un libro que 
recomiendo. 


SEÑOR GALLINAL.- Pues bien, el doctor Risso es terminante en cuanto a que el artículo 188 de la 
Constitución de la República no se aplica en este caso. 


Acá, para intentar obviar la referencia al artículo 188, primero se la eliminó. Después se dijo 
que se ¡ba a aludir, creo que al artículo 275... 


SEÑOR KORZENIAK.- Al artículo 272. 


SEÑOR GALLINAL.- Seguramente, además, se haría referencia al acápite de ese artículo, no sea 
cosa que nos aboquemos al resto de la disposición y la misma no lo incluya. 


Pero además, resulta que ahora se vuelve al artículo 188 ya que, la redacción que se le da al 
inciso segundo del artículo 3* -en el cual se exige una ley en cada caso- es la aplicación lisa y llana del 
artículo 188 de la Constitución. 


Soy partidario de darle instrumentos a las Intendencias, porque pienso que deben tener 
posibilidades para desarrollar sus cometidos en un sistema moderno y altamente competitivo, lo que 
requiere ingresos de otras características. Pero no quisiera violar la Constitución de la República si, 
efectivamente, para la Cátedra de Derecho Constitucional este artículo no es de aplicación a los 
Gobiernos Departamentales. El doctor Risso lo dice en forma terminante e incluso agrega más, al 
señalar que no podemos darle las competencias que le estamos dando a las Intendencias a través del 
artículo 3%, porque estaríamos violando disposiciones de la Constitución de la República, en particular, 
su artículo 188. Es decir que el doctor Risso va más allá de si se aplica o no el artículo 188. Lo que 
expresa es que si se aprueba un artículo 3% con esa redacción, se está violando la Constitución, ya que 
se está dando competencias o posibilidades a los Gobiernos Departamentales que están, a su juicio, 
prohibidas expresamente por la Constitución de la República. 


Entonces, me parece que ese no es un tema menor sino que, por el contrario, es de primer 
nivel y merece una consulta a la Cátedra de Derecho Constitucional para que se expida en estos 
términos. Personalmente, me alcanzaría con la opinión del doctor Risso, porque conozco su jerarquía 
como docente y la dedicación que tiene por el tema, pero si para los demás no es así, busquemos otra 
opinión y consultemos a la Cátedra. Imagino que, aún aquellos que están a favor del proyecto de ley tal 
cual está redactado, no querrán caer en una inconstitucionalidad de las características que menciona 
el doctor Risso en su informe que, por otro lado, supongo habrán leído todos los miembros de la 
Comisión. 


En el Período anterior presenté un proyecto de ley similar a éste. El mismo no prosperó 
porque en ese momento estábamos viviendo una situación económica dramática y difícil en el país y, el 
entonces Senador Atchugarry, planteó un conjunto de objeciones que, ante la circunstancia por la que 
estábamos atravesando, consideramos de recibo, por lo que congelamos el trámite del proyecto. 
Incluso en aquel entonces recuerdo haber propuesto lo mismo que planteo ahora: vamos a darle 
trámite a los primeros artículos -que son los que reglamentan un artículo en especial de la Constitución 
de la República, que es el 262- y dejemos en suspenso este tema. 


En consecuencia, más allá del convenio con la Universidad de la República -que imagino que 
en su momento el señor Presidente del Senado y de la Asamblea General buscará, de alguna manera, 
poner nuevamente en funcionamiento- vamos a pedirle, simplemente, a la Cátedra de Derecho 
Constitucional de la Universidad de la República, que nos haga una referencia a si se puede establecer 
esta redacción para la disposición, o si la misma colide con la Constitución y con alguna otra norma. Si 
esa instancia se superara, y la Cátedra de Derecho Constitucional estableciera que ello no ocurre, 
podría quedar abierto el camino para buscar otras alternativas. Por mi parte, tengo algunas ideas para 
incorporar al artículo que pueden darnos a todos mayores garantías, pero imagino que los integrantes 
de la Comisión compartirán la idea de que, si ya hay una opinión que dice lo que he señalado desde el 
punto de vista constitucional, no cuesta nada hacer la consulta a la propia Cátedra y, en función de ella, 
después ver cómo avanzamos. También nos consta que hay intendentes nacionalistas que, 
seguramente, en el seno del Congreso Nacional de Intendentes han dado su respaldo para que esto se 
apruebe ya que, según nos trasmitieron desde dicho órgano, el mismo respalda la aprobación de la 
iniciativa. Allí hay unos cuantos gobernadores municipales blancos y también tenemos que escuchar la 
opinión de ellos. 


O sea que no es que hoy vengamos para decirle no al proyecto, vinimos con esa intención 
pero me parece que hay una cuestión previa para resolver que es la de la constitucionalidad, que está 
en tela de juicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaba dando lectura a dos artículos -antes de que ingresara a Sala el señor 
Senador Gallinal- que fueron aprobados en el año 2002 y que, realmente, lleva los límites de este tema 
muchos más allá de lo que era el proyecto del Partido Nacional. Me refiero al artículo 25 de la Ley  N' 


17.555 donde se dice que las sociedades comerciales respecto de las cuales un órgano del Estado 
incluyendo Entes Autónomos, Servicios Descentralizados o Gobiernos Departamentales o cualquier 
persona pública no estatal, sea tenedor de acciones o titular de participaciones, cualquiera fuera el 
porcentaje de las mismas dentro del capital social, deberán inscribirse en el Registro de Valores del 
Banco Central del Uruguay, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 3% y 4* de la Ley N* 16.749 
del 30 de mayo de 1996. 


La información contable suministrada a ese Registro estará sujeta a las mismas condiciones 
de publicidad y requisitos de auditoría externa exigidos a los emisores de valores. 


El artículo 26 dice que los órganos estatales o paraestatales referidos en el artículo anterior, 
deberán disponer la publicación completa de los estados contables auditados en el Diario Oficial y 
deberán disponer su inclusión en sus respectivas páginas web en Internet, si estas se hallaren en 
condiciones operativas. En ambos casos se incluirá una nota que deberá hacer referencia  -esto es 
muy importante- al porcentaje del capital social que pertenece al respectivo órgano estatal o 
paraestatal. El Tribunal de Cuentas controlará el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, dando 
cuenta a la Asamblea General. 


Entonces, según el razonamiento del señor Senador Gallinal esto también sería 
inconstitucional. 


SEÑOR GALLINAL.- Esta es una norma de carácter mucho más genérico que parte del supuesto de 
que un Gobierno Municipal pudiera tener participación, pero no es una norma dictada al efecto sobre 
este tipo de asociaciones que, además, no existen. En la actualidad no hay ningún ejemplo de que 
haya Gobiernos Departamentales que se asociaron con alguna forma jurídica especial, en forma de 
cooperativa o con capitales privados, o sean propietarios de sociedades anónimas. Esto es lo que se 
pretende hacer; abrir la puerta para que eso pueda suceder. Creo que hemos avanzado porque de 
negársenos que hubiera una ley previa, ahora se acepta esta posibilidad. Me parece que podemos 
seguir avanzando más pero, creo que es fundamental conocer la constitucionalidad del proyecto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quería saber -porque también participé en esta discusión en el Período 
anterior, tanto en la Cámara de Representantes como en la de Senadores- qué es lo que ha cambiado, 
sobre todo, para el Partido Nacional. Entiendo la posición del Partido Colorado y creo que es coherente 
porque nunca quiso mucho a los Gobiernos Departamentales. Pero no entiendo cómo ahora existen 
dudas sobre este proyecto de ley que siempre fue aprobado por el Partido Nacional, en el sentido de 
otorgar estas potestades a los Gobiernos Departamentales. Me gustaría que se me aclarara a fondo 
este tema. 


SEÑOR GALLINAL.- Esto lo mencioné en la sesión anterior y en otras reuniones en las que hablamos 
de este tema. Nosotros presentamos el proyecto de ley recogiendo una iniciativa, en primera instancia, 
de los Intendentes nacionalistas y, luego, respaldada por el Congreso de Intendentes. Incluso, recuerdo 
que en esta Sala hubo una ceremonia a la que asistió el Congreso de Intendentes o los Intendentes 
nacionalistas -no lo recuerdo bien- y, nosotros, en nombre de ellos, le dimos estado parlamentario al 
proyecto. Aclaro que la redacción de dicha iniciativa fue realizada por los Intendentes y no por 
nosotros. 


Más aún, creo que en la propia exposición de motivos nosotros hacemos referencia a de 
dónde surge la redacción del proyecto. Acabo de señalar que ahora nos encontramos con esa 
dificultad. Debemos recordar que en la Legislatura anterior no hubo interés del Frente Amplio ni del 
Partido Colorado en tratar este proyecto de ley. Nosotros lo solicitamos en algunas oportunidades y, 
reitero, nunca se demostró interés y los argumentos básicamente fueron los que traía a consideración 
el entonces Senador Atchugarry. 


Por otra parte, ahora tenemos esta otra novedad del dictamen del doctor Risso y si bien para 
mí sería suficiente con esa opinión nos parece que se puede consultar a la Cátedra de Derecho 
Constitucional acerca de si el proyecto, en la nueva redacción del artículo 3%, o en su redacción 
original, colide o no con las disposiciones de la Constitución de la República. 


SEÑOR KORZENIAK.- Francamente quiero decir que estoy aburrido que se discuta siempre lo mismo 
sobre el tema de la inconstitucionalidad de este proyecto. Reitero, me tiene totalmente aburrido y me 
cansa que se reitere esto o lo otro. 


En primer lugar, estoy de acuerdo en que la palabra Estado en el artículo 188 se refiere a 
éste como persona pública mayor. Eso lo vengo diciendo desde hace años, cuando lo planteó el ex 
Senador Atchugarry. No tengo la menor duda al respecto. El que conoce la Constitución, sabe que 
desde el comienzo, en su artículo 24 se establece: “El Estado, los Gobiernos Departamentales, los 
Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados...”. Queda claro que en toda la Constitución la 
palabra Estado está usada en el sentido restringido. Ese es un tema que se trata en los cursos de 
Derecho Constitucional desde hace años. 


El doctor Risso, que comenzó su carrera docente con quien habla y llegó a ser Grado ll - 
luego no siguió en la Universidad de la República- manejó el mismo concepto. Personalmente lo 
considero un excelente profesor y escribió un libro sobre un tema que nadie se animaba a “meter el 
diente”, referido a la responsabilidad de los jueces en el artículo 24. Este libro se publicó porque fue 
recomendado por el jurado que integramos y, reitero, en lo que a mí respecta, me parece un excelente 
profesor. 


Ahora bien, este proyecto de ley no está basado en el artículo 188 y si no nos ponemos de 
acuerdo en eso, ésta es una discusión de sordos. Se dice que como utiliza la redacción del artículo 
188 se basa en él. No es así. Es muy común que una ley tome una expresión que está en la 
Constitución y la use sin basarse en ese artículo. [Eso es tan así que podemos encontrar dos 
diferencias muy notorias. El artículo 188 no se refiere a las áreas de las materias de las competencias 
departamentales -simplemente, es cuestión de leerlo- y el que estamos considerando sí lo hace. Esto 
quiere decir que no es la misma expresión; está inspirada en la redacción del artículo 188 más que por 
una razón técnica, por una razón histórica. 


Por otra parte, el artículo está muy mal redactado. Los únicos comentarios que hay a este 
respecto son del doctor Martins y del doctor Prat que coincide, que copia lo que dice el primero. Digo 
que está mal redactado porque habla de empresas cooperativas formadas por aportes de capitales 
particulares, cuando a lo que se quiere referir es a empresas privadas. En este caso, se toma la 
expresión que ya tiene una cierta tradición semántica en el Uruguay y se le agregan cosas. Insisto en 
que el artículo de este proyecto de ley no se basa en el artículo 188 de la Constitución. 


Por todo lo expuesto, este artículo no tiene nada de inconstitucional. Lo que estableció el 
doctor Risso es que si lo que se pretende es que este artículo sea una aplicación del artículo 188, 
seguramente sería inconstitucional y personalmente estoy de acuerdo con ese razonamiento porque 
esa norma se refiere al Estado como persona pública mayor que está integrada -todo el mundo está de 
acuerdo en esto- por los tres Poderes, la Corte Electoral, el Tribunal de Cuentas y el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Esa es la persona pública mayor Estado en el lenguaje de la Constitución 
y, curiosamente, coincide con los viejos planteos de Carlos Marx que decía que el Estado no era toda 
la comunidad, al contrario de como se enseñaba -y aún se hace- en teoría del Estado donde está 
integrado por el territorio, la población y el poder. En el concepto de Estado de la Constitución 
uruguaya la población no integra el Estado. Esa es la idea de persona pública mayor. 


Hay otras personas públicas menores, entre las que se encuentran cada uno de los Gobiernos 
Departamentales y los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados que, en general, son personas 
públicas, pero pueden no serlo. Este es el esquema. 


Entonces, nosotros no decimos que esto es una aplicación del artículo 188, sino que los 
Municipios -y esta es una división muy conocida- son órganos con competencia abierta y otros con 
competencia cerrada. Cuando digo “cerrada”, significa que la ley no puede hacer agregados a la lista 
que se establece en la Constitución de la República. Ahora bien; cuando en los acápites de la Carta se 
hace referencia a las competencias municipales -esto es, las del Intendente y las de la Junta- se dice: 
“además de las que la ley determine”. Es decir que la ley puede agregar competencias, siempre y 
cuando ello no violente otros artículos. ¿Cuándo violaría otros artículos? Cuando este medio fuera 
utilizado para cumplir con aquellas materias que no son departamentales y además, está reconocido 
que ello no está bien delimitado. En este sentido, Sayagués Laso, un estupendo profesor, le sacó el 


cuerpo al asunto, pues en el capítulo que dio en llamar “La materia municipal”, nunca termina de 
establecer cuál es. Por ejemplo, la luz eléctrica es algo polémico porque la genera y la presta UTE, 
pero no sucede lo mismo con el alumbrado público. 


En definitiva, quiero decir que eso no está bien reglamentado. Entonces, como eso es así y 
no hay una ley como lo quiere la Constitución en su artículo 262 -donde se establece que habrá una ley 
que delimite la competencia nacional, departamental y local- fue que se agregó a partir del año 1996 
esta sugerencia que consiste en que, en cada uno de los casos, ello será remitido al Parlamento. 


Esto no es inconstitucional y realizo este planteamiento porque es algo que se repite mucho 
y no lo puedo dejar pasar. 


SEÑOR GALLINAL.- El doctor Risso no dice que sea inconstitucional la aplicación del artículo 188, 
sino que expresa: “Conclusión: en definitiva, luego de un primer análisis del proyecto entiendo que el 
mismo presenta problemas de constitucionalidad relativamente claros y a veces hasta evidentes”. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿El señor Senador Gallinal recuerda a qué proyecto se estaba haciendo 
referencia? 


SEÑOR GALLINAL.- Sí, al que estamos considerando. 
SEÑOR KORZENIAK.- Estamos hablando de otra cosa. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, vamos a consultar a la Cátedra de Derecho Constitucional. Propongo 
que se envíe. No sé cuáles son las diferencias que existen. 


(Dialogados) 


- Yo no estoy ungiendo al doctor Risso, sino que manifesté todo lo contrario. Concretamente, 
expresé que más allá de que para mí era suficiente la opinión del doctor Risso, se podía realizar la 
consulta a la Cátedra de Derecho Constitucional de la Universidad de la República. Puede ser que 
tenga razón el señor Senador Korzeniak cuando dice que la consulta al doctor Risso fue sobre el 
proyecto original y no sobre el que estamos tratando. Entonces, como puede ser que ello haya sido así, 
propongo que, además de consultar a la Cátedra de Derecho Constitucional sobre los tres artículos de 
la última redacción presentada por el oficialismo, se le envíe nuevamente la nueva redacción del 
proyecto. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero decir que no voy a votar por un tiempo -no por razones jurídicas, sino 
políticas- ninguna consulta, por más que estén todos de acuerdo. En todos los proyectos que se han 
venido tratando desde que asumió la Presidencia el señor Senador Nicolini -y él lo recordará muy bien- 
absolutamente en todos se proponía consultar a todos los catedráticos. Es más; en uno de ellos, y en 
un tono de broma, yo dije “vamos a agregar la Universidad”, y así se hizo. Entonces, por esta razón no 
voy a votar más esta cuestión de realizar consultas, porque todos sabemos qué es lo que estamos 
haciendo. 


En esta Comisión hay un porcentaje de abogados -que, por supuesto, supera mucho al que 
debe haber en el cielo- que está en condiciones de examinar esos temas con total tranquilidad. En 
alguna oportunidad puede haber algún tema en que sea necesario hacer alguna consulta, pero no 
quiero quitarme responsabilidad de encima y decir que esto lo apoyo porque la Cátedra dijo tal cosa, 
entre otros motivos porque yo la integro; me doy por conforme conmigo mismo, salvo en la modestia de 
mis aportes. 


Reitero que no voy a votar ninguna otra consulta. Si no hay acuerdo en este tema y no se 
quiere llevarlo adelante porque no hay votos, comunicaremos al Congreso de Intendentes que en la 
Comisión de Constitución y Legislación se ha producido tal enredo que todavía no le hemos 
encontrado una salida. Vuelvo a insistir en que por un tiempo no votaré ninguna consulta hasta que 
cese esa especie de fiebre que hay en ese sentido. 


SEÑOR MICHELINI.- Brevemente, voy a hacer un “racconto”. 


Hace quince días discutimos este tema y se nos propuso votar los dos primeros artículos, 
separados del tercero, al que se le hacían objeciones constitucionales. Incluso, dijimos que si primaba 
el hecho de que fuera caso por caso, todas las leyes tendrían que pasar por aquí. 


Seguramente, con lo que voy a expresar haré referencia a una reunión interna. De todos 
modos, quiero señalar que, junto con el señor Senador Nicolini -en esa oportunidad, no pudo estar 
presente la señora Senadora Percovich- concurrimos a una reunión que tuvo lugar en el despacho del 
señor Senador Korzeniak en donde estuvimos analizando el tema, y éste nos convenció -naturalmente, 
tiene todo el conocimiento para hacerlo- de que había un error en la consideración del tema con un 
carácter amplio, porque la palabra “Estado” implica una visión restrictiva. Por lo tanto, si en el artículo 
3% del proyecto original eliminábamos esa referencia a la Constitución porque generaba confusión, 
estaba perfecto. Sin embargo, continuamos hablando en el sentido de seguir adelante con este tema y 
que el proyecto de ley no tuviera una discusión constitucional infinita -aun cuando elimináramos el 
artículo 188- y que los proyectos que se pudieran generar en el futuro no estuvieran invalidados porque 
alguien planteara, en esa situación de acuerdo, que ese acto de Gobierno Departamental es 
inconstitucional pues nos veríamos en un berenjenal y se generaría una incertidumbre jurídica que no 
teníamos el señor Senador Nicolini ni quien habla, y mucho menos el señor Senador Korzeniak. 
Entonces, dijimos: “Vamos caso a caso” e hicimos las consultas con los Intendentes de nuestra mayor 
confianza. ¿Por qué? Porque partíamos de la base de que todos los Intendentes tienen necesidad de 
hacer este tipo de acuerdos -más allá de si la ley se los habilita o no- y advierten que el marco jurídico 
no se los está habilitando. Entonces, la no existencia de objeciones en los dos primeros artículos -al 
menos del Partido Nacional- más la redacción del artículo 3% daban la señal de que, en cierta medida, 
el Parlamento estaba abierto a que los Gobiernos Departamentales pudieran emprender algún tipo de 
empresa de estas características, pero que igual -en la medida en que le agregamos “en cada caso”- 
iba a pasar por esta Casa. En ese sentido, en consultas que hicimos a algunos Intendentes de nuestra 
confianza nos dijeron que si la voluntad del Parlamento era esa y que, además, de alguna manera 
sorteábamos la incertidumbre jurídica porque así iba a haber ley para cada caso, ellos no tenían 
problema, independientemente de que pudiera haber algún emprendimiento que el Poder Legislativo 
entendiera que no correspondiera. Creo que hoy estamos en esa circunstancia. Todos se manifestaron 
abiertos a apoyar la iniciativa. Reitero que con los artículos 1% y 2% no hay problemas y que con el 3*, 
en su nueva redacción, se superan las observaciones. 


En lo que me es personal, creo que no hay que volver a consultar a ningún constitucionalista 
acerca de si las leyes, de aprobarse este artículo 3% tal cual viene, van a pasar, en cada caso, por el 
Parlamento. 


Debo decir que, incluso, se nos pidió que hiciéramos una consulta al Ministerio de Economía y 
Finanzas -no la hicimos formalmente, pero algún chequeo al respecto realizamos- y nos dijeron que si 
en cada caso va a ir una ley, el Poder Ejecutivo opinará en cada circunstancia porque, notoriamente, si 
las objeciones -en el caso de que las hubiere- son de materia departamental, no serían importantes y, 
por el contrario, si no fueran de materia departamental, el Estado, en su visión restrictiva -o el Poder 
Ejecutivo- puede sí hacer alguna observación. 


Y ahí estamos, señor Presidente. Si se quiere madurar el tema una semana más, conversar 
un poco más y efectuar las consultas que se estimen pertinentes, no tengo problema a ese respecto, 
no porque nos afiliemos a la teoría del señor Senador Korzeniak, sino porque nos parece que esta 
iniciativa es clara y que no amerita ninguna discusión. Va a tener que venir cada proyecto de ley al 
Parlamento y, en todo caso, será o no constitucional. 


Entonces, señor Presidente, no tengo problema si se quiere mantener el tema en el orden del 
día una semana más para reflexionarlo mejor, pero no estoy de acuerdo a lo planteado con respecto a 
la consulta constitucional sobre ese artículo 3%. Yo, que no soy abogado, me doy cuenta, de tantos 
años que hace que estoy acá, que no amerita ninguna observación. 


SEÑOR KORZENIAK.- Complemento la idea del señor Senador Michelini en cuanto a que este tema 
se postergue una semana más y que cada uno por su lado consulte, como ya lo he dicho con respecto 


a otras leyes. Entonces, repito, que cada uno consulte a diez, a ochenta catedráticos, y que después 
venga nutrido de toda esa información. 


El tema es que si la Comisión, por cada proyecto que tiene que analizar, va a empezar a hacer 
consultas a las Cátedras y demás- que más de una vez son reacias a contestar- esto se convierte en 
una pérdida de tiempo. 


Entonces, vamos a postergar el tema, que cada uno consulte -complemento, en 
este sentido, la propuesta formulada- y que traiga los aportes que entienda necesarios; esto me parece 
más práctico. 


SEÑOR MICHELINI.- Repito, señor Presidente, que no tenemos problema si se quiere postergar esto 
una semana más. Si se quiere votar los artículos 1? y 2%, lo hacemos, y en Sala nosotros agregaríamos 
el artículo 3% tal cual está; tampoco tenemos problema en este sentido. 


Entonces, si se quiere una semana más de reflexión, no tengo problema, y si se lo quiere 
aprobar ahora y votar negativamente el artículo 3* -porque, obviamente, en este momento la Bancada 
de Gobierno no tiene los votos necesarios en la Comisión- nosotros en Sala -queremos adelantar esto- 
lo incorporaríamos con su nueva redacción. 


SEÑOR GALLINAL.- Considero que tomar una semana más es importante. Eso nos daría la 
oportunidad de poder consultar a los Intendentes Municipales. 


Además, no sé si el Congreso de Intendentes envió alguna opinión. Al respecto, el Intendente 
Ehrlich nos dijo que nos estaba trasmitiendo la opinión del Congreso en su anterior integración y que 
iba a consultar a su nueva integración para darnos su punto de vista, pero no sé si llegó algo al 
respecto; en lo que me es personal, debo decir que a mí no me ha llegado nada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por ahora no ha llegado nada, pero según las conversaciones que se han 
mantenido, las opiniones eran favorables no sólo a este proyecto sino también al anterior. 


SEÑOR GALLINAL.- El Intendente Ehrlich, como Vicepresidente del Congreso de Intendentes, nos 
dijo que él podía adelantar una opinión favorable en lo personal y que tenía entendido que, en su 
integración anterior, el Congreso también respaldaba el proyecto. Sin embargo nos aclaró que no tenía 
el punto de vista al respecto del Congreso de Intendentes en su actual integración, pero que lo iba a 
consultar. Esto es lo que surge de las versiones taquigráficas. En consecuencia, consultémoslo. 


Además, si no tienen este proyecto, entonces, con más razón debemos enviárselo, porque me 
parece fundamental conocer la opinión de los Intendentes. De todas maneras, a nosotros nos da 
tiempo suficiente para consultar a otros Intendentes. 


Entonces, pediría que se consulte al Congreso de Intendentes para que nos digan la opinión 
que se comprometieron a enviarnos y que se les mande la nueva versión -me parece que no podemos 
obviar al Congreso de Intendentes en un proyecto de estas características- sin perjuicio de las 
consultas que nosotros vamos a realizar. 


Adelanto que, ante la hipótesis de votar afirmativamente el proyecto -nosotros no lo 
tenemos descartado ni mucho menos- queremos hacer la consulta. Nos interesa mucho la opinión de 
la Cátedra de Derecho Constitucional, porque la objeción que se nos ha hecho es de fondo, pero 
quizás también se pueda salvar. 


Me permito sugerir a quienes han traído el proyecto a consideración de la Comisión la 
posibilidad de establecer en el artículo 3% que, en esa participación, los Gobiernos Departamentales 
tengan una mayoría determinada. Creo que esa es una condición muy importante. De otra manera, 
estaríamos avalando la participación en cualquier tipo de proyecto, como lo hicimos ya en alguna otra 
discusión. Considero que preservar la mayoría de la participación del Gobierno Departamental en un 
emprendimiento de estas características es por demás razonable. 


Otra cuestión que deberíamos incluir en este proceso que se piensa establecer para formar 
la voluntad del Gobierno Departamental, que es iniciativa de la Intendencia con el pronunciamiento de 
la Junta Departamental, y luego de aprobado eso -el artículo señala el libre consentimiento de la 
empresa, bajo las condiciones que se convenga previamente entre las partes, algunas de las cuales 
nosotros deberíamos establecer- es alguna referencia a la aplicación o en aplicación del artículo 211 de 
la Constitución de la República y darle intervención previa al Tribunal de Cuentas. De esta manera, 
cuando el Parlamento tenga que pronunciarse sobre una ley por la que autorice, en el caso concreto, a 
un Gobierno Departamental a asociarse, no solamente tenga la voluntad de la Intendencia con la 
conformidad de la Junta Departamental -como surge del proyecto-sino también un pronunciamiento 
del Tribunal de Cuentas, en tanto esa asociación, obviamente, se va a hacer utilizando recursos 
estatales que deben pasar por la observancia, la vigilancia y la intervención del Tribunal de Cuentas. 


Digo esto, señor Presidente, porque me parece que podemos ir avanzando en la búsqueda 
de una mayoría más importante para la aprobación del proyecto en tanto las opiniones que recojamos 
sean positivas. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: quiero dejar una constancia. 


Debo decir claramente que tenemos una aproximación positiva al proyecto. Creo que 
estamos diciendo bastante en este sentido. Lo apoyamos en la anterior Legislatura y también tenemos 
la intención de apoyarlo en ésta. Me acongoja que el señor Senador Korzeniak nos diga que está 
aburrido de las discusiones constitucionales. Estamos en la Comisión de Constitución y Legislación. Si 
en este ámbito no discutimos sobre cuestiones constitucionales, podemos debatir sobre fútbol o algún 
otro tema. 


Por otra parte, quiero hacer memoria -quizá la versión taquigráfica sea testigo- con respecto 
a que durante el período anterior el Encuentro Progresista-Frente Amplio tenía muchas dudas con 
respecto a las sociedades de economía mixta y fueron dejadas a texto expreso aquí. 


SEÑOR KORZENIAK.- Fue así. Hubo muchas dudas y discusiones. Un sector no quería; planteó el 
tema en una reunión de delegados del Congreso de Intendentes y de la Bancada del Frente Amplio y 
allí se designó al doctor Pérez Piera y a quien habla para elaborar un proyecto que conformara a todos. 


Precisamente, ese proyecto junto con otros -como el del señor Senador Gallinal- han dado 
origen a esta última iniciativa. Es verdad que en el Frente Amplio había discusiones, pero las mismas 
habían sido superadas por la aprobación de un borrador consensuado, reitero, elaborado por Pérez 
Piera y por quien habla. Esto sucedió hace alrededor de dos o tres años. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Con las precisiones antedichas, vamos a aceptar la sugerencia del señor 
Senador Michelini, que nos parece importante. 


También queremos que se tomen en cuenta algunos de los agregados o caminos sugeridos 
por el señor Senador Gallinal y que en el correr de esta semana se realicen las consultas del caso. Nos 
parece relevante para la propia Comisión de Constitución y Legislación que se realice una consulta al 
Congreso Nacional de Intendentes. Fui Intendente Municipal y me parece que el Congreso es un 
ámbito desde el que se puede evacuar esa consulta en una semana. De esa manera, tendremos un 
elemento más de apoyo para poder avanzar. Creo que ya hemos adelantado en el sentido de que 
vamos a votar el artículo 1% y 2”. Entonces, si bien quedan dudas con respecto a este artículo, en el 
correr de esta semana las podremos develar para tener una posición positiva en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto acerca de si sería posible tener una redacción de parte del señor 
Senador Gallinal. Me gustaría consultar al Congreso de Intendentes con nuestra propuesta y con la del 
señor Senador. De lo contrario, si el señor Senador plantea una nueva sugerencia, luego habría que 
volver a hacer las consultas. 


SEÑOR GALLINAL.- No tengo problemas en traer por escrito las sugerencias. Una tiene que ver con 
el hecho de reservar para el Gobierno Departamental una determinada mayoría dentro del paquete 


accionario o de la titularidad de la empresa que va a conformar. Una segunda se relaciona con la 
intervención preventiva del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Igualmente creo que sería conveniente contar con el texto respectivo. 
SEÑOR GALLINAL.- Así lo haremos, señor Presidente. 


SEÑORA PERCOVICH.- Simplemente, deseo recordar a los integrantes de la Comisión que el martes 
cuando los Intendentes concurrieron señalaron que el día jueves se reunía el Congreso y allí iban a 
considerar el tema. Es decir que ya deben tener alguna posición, pero si además agregamos otros 
elementos, sería muy interesante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Han contestado favorablemente al proyecto anterior, con el artículo 3 que 
incluía el artículo 188 de la Constitución. 


SEÑOR MICHELINI.- Deseo dejar dos constancias. Cuando decimos que nos estamos tomando una 
semana, debemos tener en cuenta que el lapso será mayor, porque el martes que viene no vamos a 
sesionar. Si no me equivoco, estaríamos votando esto a principios del mes de mayo. Por esto, nos 
reservamos el derecho de incluir el tema en alguna sesión especial del mes de abril, si así la Comisión 
lo determina favorablemente. 


La segunda constancia es la siguiente. El señor Senador Gallinal planteó incluir dos aspectos 
en el proyecto y el señor Presidente le pidió la redacción correspondiente. Sinceramente, a primera 
fase, por más que se realicen las consultas que se deseen, por dos razones, no votaría. Como se va a 
estudiar caso a Caso, ya veremos cuáles serán los controles. Si nosotros pensamos que el único 
control es el Tribunal de Cuentas, tal vez liquidemos de antemano un emprendimiento muy interesante. 
Entonces, si vamos a actuar caso a caso, analicémoslo de esa manera. 


En segundo lugar, si se establece el requisito de la mayoría para las Intendencias, 
podríamos estar liquidando emprendimientos de dos o tres -quizás, con un privado- cuando entre 
todas serían mayoría, pero no por sí solas. 


No sé por qué estamos dando vueltas, señor Presidente; me parece que si vamos caso a 
caso, según cada ley, veremos las particularidades del caso que se trate. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita la colaboración de todos. Quedamos en que el martes 18 nos 
reuniremos en esta Comisión para aprobar este proyecto de ley. En ese sentido, propongo que 
hagamos todas las consultas y que trabajemos durante esta semana en el análisis de todas las 
propuestas. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero aportar un elemento muy pequeño. 


Estamos hablando de sociedades de economía mixta; estamos hablando de sociedades que 
de alguna forma pueden comprometer parte del patrimonio de un Gobierno Departamental; estamos 
hablando de decisiones que seguramente involucran más de un período de Gobierno. Entonces, como 
elementos de reflexión, quiero plantear lo siguiente: ¿no deberíamos reclamarle a la Junta 
Departamental un quórum mayor al de la simple mayoría, sobre todo cuando se trata de un tema de 
estas características? 


SEÑORA PERCOVICH.- Si pasa de un período a otro, comienza a regir la Ley Orgánica. 
(Dialogados) 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pero no se puede formar una sociedad de economía mixta por cinco años; 
todas las sociedades van a superar ese tiempo. Por esa razón, en mi opinión, hay que incluir ese 
concepto en la Ley, para que de ese modo no haya dudas de interpretación. 


SEÑOR MICHELINI.- Por ejemplo, un Gobierno Departamental se relaciona con un privado para 
realizar una actividad y llega a un preacuerdo para constituir una empresa, que primero debe ser 
objeto del control de la Junta Departamental por mayoría y, luego, pasar por el Parlamento. Todo esto 
es así para que esa empresa se constituya. Entonces, pedirle que a posteriori tenga una mayoría 
especial, me parece que es como para que no se haga nada. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero aclarar a la señora Senadora Percovich lo siguiente: fui Intendente - 
muy buen Intendente- y conozco las disposiciones de la Ley Orgánica Municipal. Entonces, no me diga 
que debiera haberlo conocido y que estoy alegando ignorancia, porque no es así. Estoy diciendo que la 
intervención de la Junta Departamental -aprovecho para contestar también al señor Senador Michelini- 
debe ser antes, no a posteriori de la sanción de la Ley. 


SEÑORA PERCOVICH-.- ¡Claro! 
SEÑOR MICHELIN!.- Está incluido en la Ley, señor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Ahí estará la iniciativa del Ejecutivo municipal pero, más allá del hecho de que 
cuando existan obligaciones que excedan el mandato se puede exigir una mayoría especial, quería 
sugerir que en el proceso de formación de la decisión del Gobierno Departamental esté también 
incorporada la disposición de que cuando esa sociedad de economía mixta exceda un período, tiene 
que venir a consideración del Parlamento, cumpliendo así con el artículo que lo dispone. Esto es lo que 
quería sugerir y aportar. No es mi intención enrarecer ni complicar el análisis de este proyecto de ley, 
pero suponemos -o queremos suponer- que una iniciativa de estas características en un Gobierno 
Departamental va a tener un consenso político importante y a merecer el apoyo del Parlamento 
cuando se sancione el proyecto. Reitero, que eso me parece muy importante. 


En consecuencia, puedo decir que, en esas condiciones, voy a acompañar la iniciativa. Sin 
embargo, pido que se respete ese mínimo como garantía de la decisión municipal, pues considero que 
no es algo menor y que respalda el proceso de formación de una sociedad de estas características; 
obviamente, después va a tener la fuerza como para poder ser respaldado por ley, caso a caso, según 
lo habilite la normativa en estudio. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, nosotros acercaríamos a la Comisión la redacción que hemos 
propuesto. El hecho de incorporar las mayorías especiales en la Junta Departamental cuando las 
asociaciones excedan el período de Gobierno, nos evitaría exigir determinadas mayorías en lo que 
tiene que ver con el paquete accionario. Creo que podríamos dejar de lado eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecería al señor Senador que pudiéramos contar con la redacción lo 
antes posible para hacer la consulta, en lo posible, antes de que nos volvamos a reunir. 


SEÑORA PERCOVICH.- Antes de que se levante la sesión y de que se retiren los señores Senadores, 
quiero reafirmar que sería interesante poder contar con la participación de los integrantes de la 
Comisión de Constitución y Legislación en las dos jornadas de trabajo que se efectuarán el jueves y el 
viernes -especialmente en la tarde, pero también en la mañana- ya que pudimos invitar a la 
doctora Eva Giberti, especialista en los temas de adopción y de derechos de los niños. Digo esto 
porque los Jueces y la Cátedra de Derecho de Familia nos han planteado algunos problemas de 
interpretación con relación al actual capítulo de adopción del Código de la Niñez y la Adolescencia, al 
que habría que darle otra redacción para ordenarlo. Con el doctor Pérez Manrique hemos redactado un 
proyecto y nos gustaría poderlo discutir -independientemente de que después se discutirá en la 
Comisión- porque nos parece interesante que estén presentes todos los actores que después tienen 
que realizar la gestión. 


El otro tema que quiero mencionar tiene que ver con el proyecto de ley de unión 
concubinaria. Se había solicitado que comparecieran representantes de la Cátedra de Derecho de 
Familia y debo informar que la doctora Luz Calvo no sólo quiere traer algo escrito, sino que desea 
participar de la discusión. Entonces, cuando esté este tema en el orden del día, me gustaría que 
tengamos en cuenta esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El criterio nuestro es, justamente, atender los pedidos de audiencia cuando 
estemos analizando el proyecto. 


Si no hay más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 02 minutos) 
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